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RECURSO 142/2023 
RESOLUCIÓN 149/2023 
 

Resolución 149/2023, de 9 de noviembre, del Tribunal 
Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León, por la 

que se desestima el recurso especial en materia de contratación 
interpuesto por Audiovisual Experience, S.L. frente al Decreto 
231/2021, de 7 de julio, de la Presidencia de la Fundación Municipal 

de Cultura, por el que se adjudica el servicio de montaje y asistencia 
técnica de los espectáculos públicos y actividades recreativas en 
diversos espacios de la ciudad de Valladolid, organizados por la 

Fundación Municipal de Cultura, Ayuntamiento de Valladolid, o en los 
que la misma colabora, expte. 244/2021 FMC. 

 

 
I 

ANTECEDENTES 

 
Primero.- El 31 de marzo de 2021, “se procede a incoar” por la 

Presidenta de la Fundación Municipal de Cultura (FMC) del Ayuntamiento de 

Valladolid el expediente nº 244/2021, para la contratación del “servicio de 
montaje y asistencia técnica de los espectáculos públicos y actividades 
recreativas en diversos espacios de la ciudad de Valladolid, organizados por la 

Fundación Municipal de Cultura, Ayuntamiento de Valladolid, o en los que la 
misma colabora”, según procedimiento abierto y tramitación ordinaria. 

 
El anuncio de licitación se publica el 26 de abril de 2021 en la Plataforma 

de Contratación del Sector Público, con la documentación del expediente. 

 
El valor estimado del contrato es de 1.272.731,94 euros. 
 

Segundo.- Mediante Decreto 231/2021, de 7 de julio, de la Presidencia 
de la Fundación Municipal de Cultura, se adjudica el servicio de montaje y 
asistencia técnica de los espectáculos públicos y actividades recreativas en 

diversos espacios de la ciudad de Valladolid, organizados por la Fundación 
Municipal de Cultura, Ayuntamiento de Valladolid, o en los que la misma 
colabora, a la empresa Scafo Eventos, S.L. 

 
Tercero.- El 23 de julio D. yyy, en nombre y representación del 

Audiovisual Experience, S.L., presenta un recurso especial en materia de 

contratación frente a la adjudicación, al considerar que la adjudicataria 
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incumple en su oferta las obligaciones laborales de los trabajadores que debe 
subrogar, no establece un margen reseñable para los gastos generales de 
ejecución o los ordinarios de funcionamiento empresarial, ni marca beneficio 

industrial alguno. 
 

Añade que el informe de valoración de los criterios no matemáticos, es 
nulo porque ha sido redactado de forma unipersonal, por el técnico 
responsable del contrato, debiéndose haber realizado por un comité de 

expertos o un organismo especializado, puesto que la puntuación que se 
obtiene en este apartado -60%- es superior al 40% de los puntos que se 
obtienen mediante cálculos matemáticos. 

 
Cuarto.- Admitido a trámite el 26 de julio de 2021 con el número 

117/2021, el 29 de julio se recibe el expediente acompañado del 

correspondiente informe, así como de la relación de las direcciones de correo 
electrónico de los licitadores.  

 

Quinto.- Concedido trámite de audiencia a los restantes licitadores, el 
9 de agosto 2021 Scafo Eventos, S.L. presenta alegaciones. 

 

Sexto.- Mediante Resolución de este Tribunal 117/2021, de 26 de 
agosto, se inadmite el recurso especial en materia de contratación interpuesto 
por falta de legitimación de la recurrente. 

 
Séptimo.- Recurrida la Resolución por Audiovisual Experience, S.L., 

por Sentencia 8/2023, de 9 de enero, la Sala de lo Contencioso Administrativo 
del Tribunal Superior de Justicia con sede en Valladolid anula la referida 
resolución y se ordena retrotraer las actuaciones para que, previa admisión 

del recurso, este Tribunal resuelva sobre el recurso planteado. 
 
Octavo.- El 9 de octubre de 2023 tiene entrada en este Tribunal el 

oficio del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León, Sala de lo 
Contencioso-administrativo 001 de Valladolid, relativo al Procedimiento 
Ordinario 0001187/2021 (recurso interpuesto por Audiovisual Experience 

S.L.U.). 
 
Noveno.- Mediante Acuerdo 48/2023, de 20 de octubre, en 

cumplimiento a la Sentencia 8/2023, de 9 de enero, de la Sala de lo 
Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia, se admite a 
trámite el recurso, incorporado al registro de expedientes bajo el número 
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142/2023 y se concede en la misma fecha, trámite de audiencia a los 
interesados. 

 

No consta la presentación de nuevas alegaciones. 
 

 
II 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
1º.- La competencia para resolver el presente recurso corresponde al 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León en virtud 

de lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público (LCSP) y en el artículo 59 de la Ley 1/2012, de 28 
de febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 

 
2º.- Este procedimiento del recurso especial se ha tramitado de 

acuerdo con lo previsto en el capítulo V, título I del libro primero (artículos 44 

y siguientes) de la LCSP. 
 
El recurso se ha interpuesto contra la adjudicación de un contrato de 

servicios, susceptible de recurso especial en materia de contratación, de 
acuerdo con el artículo 44.1.a) y 2.c) de la LCSP. 

 

Se acredita en el expediente la legitimación de la empresa para 
interponer recurso especial y su representación, de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 48 de la LCSP. 
 
3º.- Esta Resolución se dicta en cumplimiento de la Sentencia 8/2023, 

de 9 de enero, de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal 
Superior de Justicia, con sede en Valladolid. 

 

4º.- En cuanto al fondo del asunto, sostiene la recurrente que la oferta 
de la adjudicataria, a pesar de no incurrir en la presunción de anormalidad, 
incumple las obligaciones laborales de los trabajadores que debe subrogar, no 

establece un margen reseñable para los gastos generales de ejecución de 
funcionamiento empresarial, ni marca beneficio industrial alguno. Por último, 
añade que el informe de valoración de los criterios no matemáticos debió 

haberse realizado por un comité de expertos o un organismo especializado. 
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A) En primer lugar, se debe analizar su el adjudicatario 
incumple las obligaciones laborales de los trabajadores que debe 
subrogar. 

 
Señala la recurrente que el adjudicatario incumple las previsiones 

sociales que establece el PPT “en los relativo al desglose de los costes 
salariales, ya no en los estimados, sino en los efectivos que marca el Convenio 
Colectivo de aplicación junto con el resto de costes sociales que legalmente 

debe asumir el empresario”. Recuerda que “El empresario adjudicatario, en 
aplicación de la obligada normativa laboral y de contratación, debe asumir la 
situación laboral de los trabadores objeto de subrogación conforme las 

condiciones comunicadas por la empresa que actualmente presta el servicio y 
que se han incorporado al Pliego de Prescripciones Técnicas y en base a las 
que se han previsto los costes”. 

 
Este Tribunal se ha pronunciado en distintas ocasiones sobre el cálculo 

y forma de valoración de los costes laborales (entre otras, en las Resoluciones 

46, 84, 105,154, y 180/2019; y 10, 46 y 158/2020) en el sentido de que “Es 
competencia del órgano de contratación, de acuerdo con los principios de 
estabilidad presupuestaria, control de gasto y eficiencia en la utilización de los 

fondos, la definición de las necesidades a satisfacer (artículo 28 LCSP), el 
presupuesto y el precio del contrato siempre que sean conformes con su 
contenido y se respeten los criterios anteriormente señalados en relación con 

el precio de mercado o los costes -con especial consideración de los costes 
laborales tras la entrada en vigor de la LCSP-. Esto es, resulta misión del 

órgano de contratación la definición y determinación del objeto y de las 
prestaciones que deben conformar el contrato de acuerdo con las necesidades 
que se le planteen. (…) En relación con el precio a satisfacer, es doctrina 

consolidada de los Tribunales de contratación que se trata de una facultad 
sujeta al criterio técnico de los poderes adjudicadores. Subyace así el 
reconocimiento de una discrecionalidad técnica en la determinación de estos 

elementos del contrato, que sólo deben ceder en los casos en que se aprecie 
y acredite un error manifiesto”. 

 

Respecto a ello, recuerda la Resolución 116/2021 de 26 de agosto, de 
este Tribunal, que: “los licitadores pueden, (…), dimensionar los costes de 
personal de la manera que estimen más oportuna, siempre y cuando respeten 

tanto la normativa laboral como las condiciones del personal subrogado” (En 
el mismo sentido se pronuncia la Resolución 120/2022 de 4 de agosto).  
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Partiendo de los referidos principios, este Tribunal considera que la 
recurrente parece confundir en sus alegaciones ciertos conceptos. Así, como 
señala entre otras la Resolución 152/2021, de 27 de septiembre, del Órgano 

Administrativo de Recursos Contractuales de la Comunidad Autónoma de 
Euskadi, “el presupuesto base de licitación, recogido en el artículo 100.2 de la 

LCSP se refiere al coste derivado de la ejecución del contrato, con especial 
atención a los gastos del personal adscrito a dicha ejecución; por otro lado, el 
artículo 130 de la LCSP alude a las obligaciones del adjudicatario de subrogarse 

en las relaciones laborales del anterior prestador del servicio con el personal 
que lo venía ejecutando”. (…) ambos colectivos son cualitativamente distintos 
y no tienen por qué coincidir (…); dicho de otro modo, el artículo 100.2 se 

refiere a los gastos atribuidos al personal que vaya a ejecutar el contrato (y 
no comprende el coste salarial o de despido del personal subrogado; ver la 
Resolución 156/2019 del Tribunal Administrativo Central de Recursos 

Contractuales), mientras que el artículo 130 se refiere al personal con derecho 
a subrogación en la plantilla del adjudicatario como efecto derivado del cambio 
de contratista (el cual puede o no adscribirse finalmente en todo o en parte a 

la ejecución del nuevo contrato)” (En este sentido véase las Resoluciones de 
este Tribunal, 31 y 59/2022, entre otras). 

 

Es decir, por un lado, no puede exigirse al órgano de contratación que 
deba fijar el presupuesto máximo de un contrato únicamente en función de 
una cláusula de subrogación laboral impuesta por un Convenio Colectivo o de 

los costes laborales que a tal efecto indique la empresa saliente -el contrato a 
licitar es un contrato nuevo, que puede tener unas necesidades diferentes, por 

lo que no puede tener los costes atribuidos por el anterior adjudicatario 
“congelados”-. Por otro lado, cada licitador, respetando el clausulado de los 
pliegos, puede elegir cómo ejecutará el contrato -lógicamente a su riesgo y 

ventura- por lo que perfectamente puede mediante su política de recursos 
humanos incorporar nuevo personal o adscribir a otros servicios al subrogado 

(por todas, las Resoluciones del Tribunal Administrativo de Contratación 

Pública de la Comunidad de Madrid 524/2021, 84/2022 o 293/2002; las 
Resoluciones del Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de la Junta 
de Andalucía 140/2022 o del Tribunal Catalán de Contratos del Sector Público 

402/2020). 
 
Al respecto, la Resolución 47/2023, de 3 de febrero, del Tribunal 

Administrativo de Contratación Pública de la Comunidad de Madrid, indica que 
“Las tablas de personal subrogable no son las tablas de la Ley. Como hemos 
señalado en reiteradas ocasiones el presupuesto se fija por las necesidades de 

Administración y no en función del personal subrogable. Así en Resolución 
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238/2022, de fecha 22 de junio de 2022: ‘Sobre la subrogación de los 
trabajadores este Tribunal se ha pronunciado en numerosas ocasiones, citando 
por todas la Resolución 189/2020, de 13 de agosto: Debe recordarse que la 

subrogación implica el mantenimiento de las condiciones laborales, pero no 
necesariamente de las horas ni del personal que lo venía prestando, pues la 

regulación del servicio puede sufrir modificaciones. (…) no puede estimarse 
que el coste del contrato administrativo deba incluir la totalidad del coste que 
los trabajadores subrogados puedan suponer para la empresa adjudicataria. 

Las horas de prestación de servicios de dichos trabajadores subrogados que 
no deban emplearse en la ejecución del contrato administrativo deben ser 
gestionadas por las empresas empleadoras, que asumen el riesgo y ventura 

del negocio que gestionan. Evidentemente, la Administración no debe asumir 
el coste de horas de trabajo no necesarias para la prestación del servicio que 
se contrata’.  

 
»Abunda en esta idea el TACP (Resolución 184/2020) al 

manifestar que ‘La subrogación de trabajadores no implica el traslado 

mimético de los costes de la plantilla existente a la nueva contrata, que 
supondría esclerotizar la contratación administrativa independientemente de 
las necesidades concretas de la Administración en cada momento en contra 

del principio de eficiencia y los principios de estabilidad presupuestaria y 
control del gasto que se consignan en el artículo 1.1 de la LCSP”.  

 

Por tanto, la justificación de los costes laborales del adjudicatario ha de 
atender al personal que considera necesario para la realización de la prestación 

a contratar sin que, como regla general, suponga una irregularidad ni una 
incoherencia que no coincida exactamente con los costes contemplados en el 
listado del personal objeto de subrogación, todo ello sin perjuicio de la 

obligación de subrogarse como empleador en los contratos de los trabajadores 
a los que afecta la subrogación. 
 

 Por otro lado, debe recordarse que la mera presentación de oferta 
supone la aceptación de las obligaciones contenidas en los pliegos. Entre ellas, 
todas las enumeradas por el órgano de contratación (cláusulas 27, 41. 1ª, 34 

del PCAP). En este sentido, recuerda el órgano de contratación que la  cláusula 
41.A primer párrafo, establece que “El adjudicatario deberá cumplir a su costa, 
durante la ejecución de los contratos las obligaciones aplicables en materia 

fiscal, medioambiental, social o laboral establecidas en el derecho de la Unión 
Europea, el derecho nacional, los convenios colectivos o por las disposiciones 
de derecho internacional medioambiental, social y laboral suscritos por 

España, y en particular las establecidas en el anexo V de la LCSP, quedando 
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el Ayuntamiento exonerado de cualquier responsabilidad por este 
incumplimiento. Estará obligado a realizar una declaración expresa en este 
sentido como se recoge en el modelo de proposición que figura como anexo 

II al CCP”. 
 

El referido anexo contiene una declaración responsable 
complementaria, en la que el licitador debe manifestar lo siguiente: “4°. - Que 
la oferta que presento garantiza, respecto de los trabajadores procesos 

productivos empleados en la elaboración de los productos y/ o servicios, así 
como en la ejecución del contrato, el cumplimiento de las obligaciones 
medioambientales, sociales y laborales derivadas de los convenios colectivos 

aplicables, el Derecho español y de la UE, así como de las disposiciones de 
Derecho internacional sobre estas materias suscritas por la Unión Europea, en 
concreto los relacionados en el anexo V de la LCSP”. 

 
El cumplimiento de las obligaciones salariales consignadas en el 

convenio colectivo sectorial que resulte de aplicación es una cuestión propia 

de la ejecución del contrato, y cuya incidencia durante la licitación del contrato 
se circunscribe exclusivamente al artículo 149 de la LCSP. No obstante, en el 
presente caso la oferta de la adjudicataria no está presunción de anormalidad. 

 
En cualquier caso, en los términos que se produce la oferta cuestionada, 

no puede presumirse necesariamente que las alteraciones referidas afecten al 

mantenimiento de las condiciones de trabajo o la estabilidad de la plantilla, 
porque ambas obligaciones conciernen a la ejecución del contrato, no 

pudiendo presumirse ahora que se van a incumplir esas obligaciones. 
 
Por ello, en el presente caso, no consta acreditado que la proposición 

de la adjudicataria globalmente analizada, evidencie de forma inequívoca la 
voluntad de incumplir los derechos de los trabajadores afectados. 

 

B) En segundo lugar, la recurrente discrepa con el desglose 
de costes de la oferta de la adjudicataria y señala que no establece 
un margen reseñable para los gastos generales de ejecución de 

funcionamiento empresarial, ni marca beneficio industrial alguno. 
 
En la cláusula 16.A.12 se señala que: “En la valoración de las ofertas 

técnicas y económicas de los licitadores se procederá, mediante resolución 
motivada, a la no admisión de aquellas proposiciones que incurran en alguna 
de las causas siguientes: (…). 
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»12. Realizar planteamientos que supongan un incumplimiento 
manifiesto de las condiciones del pliego de cláusulas administrativas o del de 
prescripciones técnicas, o de la memoria de los servicios, así como el 

incumplimiento de la normativa aplicable a la ejecución del contrato. 
 

»13. Realizar ofertas técnicamente inviables o manifiestamente 
defectuosas o con indeterminaciones sustanciales, o con incoherencias 
manifiestas entre las ofertas en los diferentes criterios valorables, o cualquier 

otra imprecisión básica en los contenidos de las ofertas.” 
 
La recurrente enumera una serie de costes sobre los que manifiesta su 

desacuerdo con los propuestos por el adjudicatario y relaciona ciertas 
omisiones, concluyendo que el “margen manifiestamente insuficiente para el 
desarrollo de las propuestas, permite no ser necesariamente experto en 

materia contable para deducir la inviabilidad de los compromisos adquiridos y 
valorados por el oferente”.  

 

Por su parte, el órgano de contratación sin mencionar específicamente 
las partidas controvertidas referidas por la recurrente, mantiene que no resulta 
acreditado que sean insuficientes, “por cuanto esta Administración ha 

evaluado los costes a los que pueda estar sujeto este contrato durante su 
ejecución (como así se recoge en la Memoria justificativa) y por parte de la 
Mesa se ha vigilado la existencia o no de ofertas incursas en temeridad o que 

fueran desproporcionadas. En la Memoria justificativa se detalla de forma 
adecuada cómo se ha procedido a determinar los importes que corresponden 

al valor estimado, presupuesto base de licitación y precio de licitación. Los 
gastos generales y el beneficio industrial previstos se consideran que son 
adecuados y se corresponden con las prestaciones objeto de este contrato. La 

Administración, por tanto, ha adoptado las cautelas y seguido las 
prescripciones que marca la LCSP para la fijación de estos conceptos en aras 
de conseguir la mejor oferta”. 

 
Según criterio de este Tribunal (por todas las Resoluciones 70/2021, de 

20 de mayo, o 186/2019, de 5 de diciembre) “la decisión sobre si la oferta 

puede cumplirse o no, corresponde al órgano de contratación sopesando las 
alegaciones formuladas por la empresa licitadora y los informes emitidos por 
los servicios técnicos. Evidentemente ni las alegaciones mencionadas ni los 

informes tienen carácter vinculante para el órgano de contratación que debe 
sopesar adecuadamente ambos y adoptar su decisión en base a ellos. (…). De 
acuerdo con ello, es imprescindible que el informe de los servicios técnicos 

esté suficientemente motivado, pudiendo ser esa motivación sucinta, a los 
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efectos de que la mesa de contratación primero, en su propuesta, y el órgano 
de contratación después, en su decisión, puedan razonar o fundar su decisión.” 

 

Este Tribunal constata que lo que lo que la recurrente censura es que, 
en su opinión, la proposición de la adjudicataria no haya tomado en 

consideración en su oferta ciertos gastos o contingencias en materia laboral, 
pero no que no pueda asumir tales costes, de hecho, la proposición no está 
en presunción de anormalidad. Incluso reprocha que no va a tener un margen 

suficiente para asegurar su propio beneficio. 
 
Debe recordarse al respecto que el apartado 20.6 PCAP establece que 

"Será admitida como justificación de la oferta desproporcionada la renuncia 
del licitador a obtener beneficios en este contrato, incluso a incurrir en 
pérdidas controladas y cubiertas con resultados positivos y acreditados de la 

empresa en el resto de su actividad, como estrategia comercial para 
posicionarse en el mercado". 

 

En este sentido, la Resolución del Tribunal Administrativo Central de 
Recursos Contractuales 24/2011 de 9 de febrero, establece: “La recurrente 

para justificar su recurso utiliza argumentos tendentes tan sólo a poner de 
manifiesto el carácter exageradamente bajo de la oferta en relación con los 
costes de producción a incurrir para la prestación del servicio. Ni un solo 

argumento se esgrime para demostrar que en tales condiciones la oferta es 
imposible de cumplir. Simplemente se trata de acreditar vía costes de 
producción que la oferta de la adjudicataria es inferior al coste de prestación 

del servicio. Con ello se pone de manifiesto que, aun admitiendo que la forma 
normal de actuar en el mundo empresarial, no es hacerlo presumiendo que se 
sufrirán pérdidas como consecuencia de una determinada operación, situación 

ésta que sólo se produciría si aceptamos los cálculos de costes de la 
recurrente, es claro también que entre las motivaciones del empresario para 
emprender un determinado negocio no sólo se contemplan las específicas de 

ese negocio concreto, sino que es razonable admitir que para establecer el 
resultado de cada contrato, se haga una evaluación conjunta con los restantes 

negocios celebrados por la empresa y que, analizado desde esta perspectiva, 
pueda apreciarse que produce un resultado favorable”. 
 

Por otro lado, debe reiterarse que el incumplimiento de los pliegos debe 
ser claro y relevante, dado que se parte de la presunción de que, con la 
presentación de la oferta se han aceptado incondicionalmente, por lo que una 

mera omisión de ciertos aspectos de los requisitos del PPT, no justifica una 
exclusión, salvo que se haya plasmado esta consecuencia expresamente en el 
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PCAP (Sentencia del Tribunal Supremo, Sala Tercera, de lo Contencioso-
administrativo, Sección 4ª, 429/2021, de 24 marzo). 
 

Por todo ello, este Tribunal considera que, en el presente caso, las 
alegaciones de la recurrente no se fundamentan en un incumplimiento 

efectivo, concreto y probado de las obligaciones contenidas en los pliegos, sino 
una reflexión sobre que los costes de la oferta de la adjudicataria están mal 
calculados o son insuficientes, lo que desemboca en una mera presunción de 

que en la ejecución del contrato no se van a poder cumplir. 
 
Corresponde a quien impugna la carga de probar, que bajo las 

condiciones económicas propuestas no está garantizada la viabilidad de la 
correcta ejecución del contrato, por lo que, a falta de una prueba 
determinante, este Tribunal no advierte, en su limitado ámbito de 

enjuiciamiento, una inobservancia de los elementos reglados o un error 
ostensible o manifiesto en la valoración de la proposición de la adjudicataria, 
que permita acoger la pretensión de la recurrente, por lo que debe 

desestimarse esta alegación. 
 

C) Por último, señala la recurrente que el informe de 

valoración de los criterios no matemáticos debió haber realizado por 
un comité de expertos o un organismo especializado.  

 

Al respecto señala el informe del órgano de contratación que “la 
valoración de las ofertas corresponde, en primer lugar, a la Mesa de 

contratación. Puede ésta encargar dicho informe a uno de sus miembros –o 
un tercero ajeno a la Mesa. Posteriormente, como ha sido este caso, 
presentado el informe ante la Mesa, ésta ha asumido dicho informe y, por ello, 

puede entenderse así que es un informe de valoración de la Mesa de 
contratación. Sobre la necesidad de un informe emitido por el comité de 
expertos previsto en el PCAP, Cláusula 17 y 21.C, no repara el recurrente que 

es necesario cuando, ‘De acuerdo con lo previsto en la cláusula 17 de este 
pliego, en aplicación de lo exigido en el artículo 146.2.a) de la LCSP y 14.5 
Instrucción de contratación 1/2018, del Ayuntamiento de Valladolid, cuando 

se elijan criterios en cuya valoración el peso de los aspectos que impliquen 
juicios de valor sea superior al 40% de aquellos que ponderan con criterios 
matemáticos, deberá realizarse la valoración de aquellos por un COMITÉ DE 

EXPERTOS u ORGANISMO TÉCNICO ESPECIALIZADO’. Según recoge el CCP, 
a los criterios no matemáticos de valoración de las ofertas les corresponde una 
asignación de hasta 40 puntos, sobre 100 totales”.  
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Por otra parte, el responsable del contrato, puede formar parte de la 
Mesa de contratación -de hecho, es usual al ser un experto en el ámbito 
específico del objeto del contrato- y no está impedido para realizar un informe 

de valoración que someta a la consideración de la Mesa de contratación. 
 

 En consecuencia, no es exigible con arreglo a los umbrales establecidos 
en el cuadro de características particulares la constitución de un comité de 
expertos u organismo técnico especializado para efectuar la valoración de los 

criterios sometidos a un juicio de valor en el PCAP. 
 
Por todo ello, debe desestimarse esta alegación y por ello, el recurso 

interpuesto. 
 
En su virtud, al amparo de lo establecido en los artículos 57 de la LCSP 

y 61 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla y León 
 

 
III  

RESUELVE 

 
PRIMERO.- Desestimar el recurso especial en materia de contratación 

interpuesto por el Audiovisual Experience, S.L., frente a la Decreto 231/2021, 

de 7 de julio de la Presidencia de la Fundación Municipal de Cultura, por el que 
se adjudica el servicio de montaje y asistencia técnica de los espectáculos 

públicos y actividades recreativas en diversos espacios de la ciudad de 
Valladolid, organizados por la Fundación Municipal de Cultura, Ayuntamiento 
de Valladolid, o en los que la misma colabora. 

 
SEGUNDO.- Notificar esta Resolución a todos los interesados en el 

procedimiento. 

 
De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 44.1 de la Ley 

29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (LJCA), 

contra esta Resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la 
interposición de recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, 
a contar desde el día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-

Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 
10.1.k LJCA). 
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